Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 46 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes por el que se declara feriado no 
laborable el día 8 de julio de 2013 con motivo de conmemorarse los 250 años de la fundación de la 
ciudad de San Carlos, en el departamento de Maldonado. Carpeta N* 1172/2013 - Distribuido N* 
2029/2013.” 


-En consideración el primer punto del Orden del Día, es decir, la revisión final del texto 
sustitutivo aprobado respecto del proyecto de ley sobre tráfico ilícito de armas. Se repartió recién por 
Secretaría la que sería la penúltima versión del proyecto de ley, tal como fue aprobado en la sesión de 
la Comisión de la semana pasada. 


Antes del comienzo de esta sesión conversamos informalmente sobre la posibilidad de 
darnos unos días y celebrar una reunión extraordinaria el próximo lunes, a la hora 17, con el fin de 
intercambiar opiniones luego del estudio de ese texto final, de manera de ir en las mejores condiciones 
al Plenario del día siguiente, donde se tratará el tema en sesión extraordinaria. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Cuándo tendríamos esa penúltima versión? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se acaba de repartir la versión aprobada en la sesión de la semana pasada. 


En estos términos, entonces, damos por concluido el tratamiento del primer punto del Orden 
del Día. 


SEÑOR GALLINAL.- Tanto el señor Senador Moreira como quien habla figuramos al pie del proyecto 
de ley como discordes. En realidad, podemos tener salvedades que, en mi caso, están dirigidas a los 
artículos en los que se crean los delitos. En los demás casos no tengo diferencias. 


SEÑORA SECRETARIA.- Se repartió con las firmas. Fue por error, porque yo estaba haciendo las 
consultas. 


SEÑOR GALLINAL.- Perfecto. 
SEÑORA SECRETARIA.- Entonces, es con salvedades. Y en el caso del Senador Da Rosa, también. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, se harán las correcciones pedidas por los señores Senadores. 


SEÑOR MICHELINI.- O sea que nos vamos a reunir el lunes a las 17 horas para concretar los detalles 
finales porque va a haber sesión extraordinaria del Senado el martes 30. 


Por otra parte, ese mismo martes 30 era de interés de la Comisión de Hacienda reunirse en 
horas de la tarde por otros temas que tiene en agenda y para seguir recibiendo visitas. En 
consecuencia, me gustaría saber si no sería posible suspender la reunión de la Comisión de 
Constitución y Legislación, si es que se la va a convocar para ese día. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Normalmente esta Comisión se reúne inclusive después del día 18 de cada 
mes. De manera que no estaría de más suspender expresamente esa sesión. 


Se va a votar la propuesta del señor Senador Michelini. 
(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consecuencia, queda suspendida la sesión de la Comisión que tendría lugar el próximo 
martes 30 de abril. 


SEÑOR GALLINAL.- Ya que estamos en cuestiones de trámite, oportunamente había solicitado -y 
había sido aprobado por la Comisión- la convocatoria del señor Ministro de Industria, Energía y Minería 
con motivo de la aprobación del decreto en función del cual se modifican las mayorías para adoptar 
resolución en el Directorio de UTE. Como no hemos obtenido respuesta -sé que no es responsabilidad 
del señor Presidente- y dado que voy a estar ausente unos días, pediría a la Comisión -si me 
acompaña en la idea, de manera de darle tiempo al Ministro- si podemos coordinar esa visita para el 
martes 14 de mayo. Esta es mi modesta propuesta. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que habíamos quedado acordado que se iba a fijar una fecha para la 
concurrencia del señor Ministro. Si se pretende que venga el 14 de mayo, se hará el esfuerzo en ese 
sentido. De lo contrario, habría que coordinar con el señor Ministro y el señor Senador Gallinal para 
que, en todo caso, esa misma semana lo podamos recibir en una sesión extraordinaria. 


SEÑOR ROSADILLA.- Estoy de acuerdo con la propuesta. Creo que está bien hacer el esfuerzo en 
ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Voy a consultar con la señora Senadora Moreira, en su carácter de Presidenta 
de la Comisión, por las dudas de que haya hecho algún contacto del cual no esté en conocimiento. 


Pasamos a considerar el segundo punto del Orden del Día, que es el proyecto de ley 
denominado “Faltas, conservación y cuidado de los espacios públicos”. 


SEÑOR MICHELINI.- Sin pretender alterar el Orden del Día, quiero informar que esta Comisión estaba 
invitada -el señor Senador Pasquet y quien habla habíamos comprometido nuestra asistencia, pero 
luego se presentaron algunas dificultades, entre ellas, el homenaje al ex-Senador Gargano- a una 
reunión con la Comisión que evalúa el tema de la transparencia. Finalmente, estuve 20 minutos 
reunido con ella. Lo cierto es que ya había sido adelantado por el Ministerio correspondiente que la 
idea -si bien en principio no lo resolvimos formalmente- era que ese proyecto, que viene consensuado 
y que se remitió en el año 2010 o a inicios del 2011, sacándole las normas penales, que están siendo 
discutidas en la Cámara de Representantes -sería bueno que esta Secretaría se las enviara, por lo 
menos a efectos de que estén informados- pudiera ser aprobado. No olvidemos que la Junta de 
Transparencia está integrada por representantes de más de un partido. Hay integrantes de la 
oposición que sé que han ido consultando; o sea que eso está bastante consensuado. 


Entonces, más allá de que está en el Orden del Día, me gustaría saber si es posible - 
suprimiendo los artículos relativos al aspecto penal- en la próxima sesión o en la otra, resolver sobre el 
texto. Apelo a que se vaya leyendo porque no creo vaya a haber una gran discusión al respecto. 


SEÑOR GALLINAL.- No tuve oportunidad de leer el proyecto de ley y me estoy dando cuenta ahora de 
que el repartido es bastante voluminoso; no sé si los cambios están en proporción a su tamaño. 


De todas maneras, más allá de que la iniciativa venga con el consenso de los integrantes de 
la Junta -los tres gozan de mi respeto y de mi confianza- creo que es un tema extremadamente 


delicado en el que muchas veces se corre el riesgo de quedarse corto, y otras de ir más allá de lo 
debido. 


No tengo inconveniente en acelerar el trámite del proyecto de ley que, según tengo entendido, 
aún no cuenta con la aprobación de ninguna de las dos Cámaras. A mi juicio, sería bueno escuchar no 
solamente a los autores de la iniciativa, sino también a los especialistas en la materia. A efectos de no 
obstaculizar las intenciones del señor Senador Michelini -por cierto, muy loables- creo que deberíamos 
ir pensando en realizar algunas convocatorias que nos ilustren suficientemente y que nos permitan ver, 
efectivamente, hasta dónde se quiere llegar. Durante los últimos años hemos aprobado muchas 
normas de esta categoría; algunas se cumplen en su totalidad y otras parcialmente; algunas son un 
poco extremas y otras quizás no tanto. Creo que debemos ser muy cuidadosos con esos temas. 


Reitero, entonces, que si bien no me opongo a la propuesta planteada, me parece que el tema 
no solamente pasa por el estudio que nosotros podamos hacer de la iniciativa, sino también por el 
asesoramiento que recibamos, tanto de sus autores como de los juristas especializados que 
deberíamos convocar. 


SEÑOR MICHELINI.- En virtud del planteo del señor Senador Gallinal, creo que podríamos hacer lo 
siguiente. El día 7 de mayo podemos solicitar la concurrencia de la Junta en pleno para que expliquen 
el proyecto. A renglón seguido no pasamos a la discusión del texto, sino que seguimos con el Orden 
del Día. De esa manera vamos a hacernos una composición de lugar, es decir, si tenemos que 
convocar a otros especialistas, pero por lo menos nos metemos un poquito más en el tema. Luego, el 
día 14 tendremos la visita del señor Ministro, si se confirma. Es posible, entonces, que para fines de 
mayo ya tengamos el proyecto de ley estudiado y en la primera semana de junio lo podamos informar 
al Plenario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, la Mesa recibe la propuesta 
planteada por el señor Senador Michelini y procederá de conformidad. 


(Apoyados) 


SEÑOR MICHELINI.- Propongo que, a través de una nota enviada por Secretaría, se le haga llegar a la 
Cámara de Representantes la normativa penal que contiene el proyecto de ley a los efectos de su 
eventual incorporación en el texto que tiene a estudio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La idea era, justamente, desglosar los artículos referidos al tema. 


SEÑOR MICHELINI.- Pero sería bueno que si lo están estudiando en la Cámara de Representantes les 
informáramos que esas dos normas penales están en este proyecto, para que formalmente estén 
enterados. Digo esto más allá de que seguramente allí van a incorporar esas normas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, sin perjuicio de la comunicación formal que se haga por Secretaría 
a la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración de la Cámara de 
Representantes en los términos propuestos por el señor Senador Michelini, tendremos que comunicar 
nosotros, a través de las organizaciones partidarias, a los compañeros que están actuando en esa 
Comisión que el ánimo aquí es desglosar esas normas para facilitar el estudio, justamente, del 
proyecto. 


Se pasa a considerar el segundo punto del Orden del Día: “Faltas, conservación y cuidado de 
los espacios públicos”. 


SEÑOR MICHELINI.- No sé cuál es el trámite que vamos a seguir, esto es, si vamos a trabajar con el 
comparativo o directamente con el texto. Ahora bien, sí es claro que este proyecto tiene que volver a la 
Cámara de Representantes, porque hay una normativa sobre armas que no tiene nada que ver con el 
tema de faltas y que estamos analizando en el proyecto sobre tráfico de armas. 


SEÑOR ROSADILLA.- Es el artículo 5%, que corresponde a los artículos 6% y 7% del proyecto sobre 
armas, si mal no recuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para ordenar el trámite de esto, aceptaría alguna propuesta. No sé cómo 
quiere la Bancada del Gobierno encarar el trámite del asunto. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que podríamos ir leyendo por Secretaría cada artículo -del comparativo, 
que es el distribuido N* 1937, que contiene además el texto remitido por el Poder Ejecutivo y las 
normas correspondientes del Código Penal- y si algún señor Senador lo estima necesario -porque 
entienda que debemos informarnos más- planteará que alguno se desglose, antes o después de su 
lectura, y en los demás seguiremos avanzando 


SEÑOR PRESIDENTE.- Procedemos así, entonces. 
Léase el artículo 1% del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 
(Se lee:) 

“CAPÍTULO | 

MODIFICACIONES AL LIBRO lll TÍTULO | - DE LAS FALTAS 


“Artículo 1*.- Sustitúyese el artículo 360 del Código Penal, en la redacción dada por el artículo 
216 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987 y con las modificaciones introducidas por los 
artículos 9%, 10 y 11 de la Ley N* 17.951, de 8 de enero de 2006, y por el artículo único de la Ley N* 
18.103, de 12 de marzo de 2007, por el siguiente: 


'ARTÍCULO 360.- Será castigado con pena de siete a treinta días de prestación de trabajo 
comunitario: 


1) (Provocación o participación en desorden en un espectáculo público).- El que, en un 
espectáculo público de cualquier naturaleza, al ingresar, durante el desarrollo del mismo o al retirarse, 
provocare desorden o participare de cualquier manera en él y siempre que el mismo no constituyere 
riña u otro delito. 


2) (Agravio u omisión de asistencia a la autoridad).- El que efectuare agravios a la autoridad 
legítimamente investida o no le prestare el auxilio que esta reclame, en caso de incendio, naufragio, 
inundación u otra calamidad pública. 


3) (Venta o comercialización no autorizada de entradas para espectáculos públicos).- El que, 
con motivo o en ocasión de un espectáculo público, independientemente de su naturaleza, vendiere o 
comercializare de cualquier forma entradas para los mismos sin la autorización otorgada en forma 
fehaciente por su organizador, con la intención de obtener un provecho para sí o para un tercero. 


En todos los casos se procederá a la incautación de las entradas aún no comercializadas y 
que se encontraren en poder del autor. 


La misma será llevada a cabo por la autoridad competente. 


Constituye circunstancia agravante el hecho de que el agente fuere personal dependiente del 
organizador de la comercialización de dichas entradas". 


-En consideración. 


El artículo 360 del Código Penal en la redacción propuesta por el proyecto en consideración 
ha terminado. No sé si alguien desea formular alguna propuesta con relación a este artículo, si no para 
tratarla ahora, por lo menos para dejarla en consideración para más adelante. 


Por mi parte, entiendo que en el numeral 2), “Agravio u omisión de asistencia a la autoridad”, 
donde se dice: “El que efectuare agravios”, se puede sustituir por “El que agraviare”. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente de que hasta pudiéramos aprobar este artículo, algunos 
aspectos vinculados al numeral 1) están -ocurre también en este proyecto en lo relativo a la basura- 
duplicados; en algún caso, la duplicación amerita porque son aspectos distintos; pero, en otros, se 
pueden estar superponiendo. Entonces, si bien no tengo inconveniente en aprobarlo, seguramente 
tendremos que volver a analizar este tema. 


SEÑOR MOREIRA.- En realidad, no entiendo por qué se habla de agravio. La redacción dice: “El que 
efectuare agravios a la autoridad legítimamente investida o no le prestare el auxilio que esta reclame 
en caso de incendio, naufragio, inundación u otra calamidad pública”. No entiendo para qué se 
introduce el término agravio; debe estar comprendida en otra figura delictiva, como el desacato. Me 
parece que el término agravio no corresponde para esas hipótesis. ¿Por qué lo va a agraviar en caso 
de incendio? Me parece que no tiene mucho objeto; yo eliminaría la expresión “agravios”. Diría así: “El 
que no le prestare el auxilio que la autoridad reclame en caso de incendio, naufragio, inundación u otra 
calamidad pública”. El agravio, insisto, está comprendido en el desacato frente a una autoridad. Reitero 
que no encuentro sentido a establecer ese término. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente de que estamos aprobando un proyecto de ley y todo debe 
y puede ser revisado, el Poder Ejecutivo intentó sustituir el tema de la multa -que es lo que hoy está 
aprobado- por trabajo comunitario y se dejó -salvo que me esté equivocando- prácticamente en ese 
punto la misma redacción. Obviamente que todo se puede corregir. 


SEÑOR LORIER.- En el proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo podemos observar que hay 
una separación entre el tema de la falta de respeto y desobediencia pasiva, que podría asimilarse un 
poco al agravio, y la omisión de asistencia a la autoridad, tal como expresa el texto, “en caso de los 
delitos de incendio, naufragio, inundación u otra calamidad pública”. Quiere decir que por ahí viene la 
síntesis que se quiere hacer, pero es una síntesis que realmente no aclara el sentido. Acá está 
claramente dividido el tema y se explica de qué se trata en un caso y en otro, mientras que en el 
numeral 2) no está aclarado y se presta a confusión. 


SEÑOR MOREIRA.- En lo personal, creo que está mejor el artículo en el proyecto del Poder Ejecutivo, 
que separa en dos numerales, y no este, que sintetiza en uno solo dos cosas que, a mi juicio, no 
tienen nada que ver entre sí: por un lado, la falta de respeto a la autoridad y desobediencia pasiva y, 
por otro, el que no prestare a la autoridad el auxilio que esta reclame. Me parece que tienen que ser 
dos numerales diferentes, porque son dos materias distintas. 


SEÑOR DA ROSA.- En el mismo sentido, me parece que es más clara la redacción propuesta por el 
Poder Ejecutivo. En primer lugar, porque cuando habla de la falta de respeto a la autoridad, reitera el 
concepto -dice: “El que faltare el respeto a la autoridad, sin llegar a la injuria”- y utiliza una expresión 
que a mi entender diferencia mejor la falta del delito de desacato. En la nueva redacción aprobada por 
la Cámara de Representantes, la diferencia entre “El que efectuare agravios” o “agraviare a la 
autoridad” y “emitir ofensa a la autoridad” -que es como se tipifica el delito de desacato- es casi 
imperceptible. Entonces, creo que el concepto queda más claro en la redacción dada por el Poder 
Ejecutivo, ya que le da una nota de menor gravedad, dado que no se trata de agravios u ofensas, sino 
de: “El que faltare el respeto a la autoridad, sin llegar a la injuria”. 


Por otro lado, entiendo conveniente -lo comparto plenamente- separar en dos numerales 
temas que son bien diferentes, tal como se establece en el proyecto del Poder Ejecutivo. Por un lado 
está el tema de la falta de respeto a la autoridad y, por otro, el de no prestar auxilio cuando la autoridad 
lo requiriere en función de un incendio, un naufragio, etcétera. Todo esto me lleva a, repito, compartir 


plenamente lo de separar en dos numerales esto que se agrupó en uno solo en la Cámara de 
Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tendríamos que poner a votación la propuesta del señor Senador Moreira de 
sustituir el numeral 2) del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes por los 
numerales 2) y 3) del proyecto remitido por el Poder Ejecutivo, teniendo presente luego esta 
modificación para ajustar la numeración en la forma que corresponda. 


SEÑOR MICHELINI.- Propongo que desglosemos este artículo y pasemos al 2*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la Comisión está de acuerdo, postergamos la votación y desglosamos este 
artículo. 


(Apoyados) 

-Léase el artículo 2* del proyecto aprobado por la Cámara de Representantes. 
(Se lee:) 

“Artículo 2*.- Agrégase como artículo 360 bis al Código Penal, el siguiente: 


“Artículo 360 bis.- Si las faltas previstas en el numeral 1* del artículo 360 se cometieren en 
ocasión o con motivo de la disputa de un evento deportivo de cualquier naturaleza, se aplicará como 
pena accesoria la prohibición de concurrir a eventos deportivos por un plazo máximo de doce meses. 
En caso de que el inculpado registrare antecedentes como infractor por violencia en espectáculos 
públicos, el referido plazo tendrá un mínimo de doce meses y un máximo de veinticuatro meses. 


A los efectos del cumplimiento de esta medida, el Juez dispondrá que el imputado deba 
comparecer ante la Seccional Policial más próxima a su domicilio o cualquier otra dependencia policial, 
donde permanecerá sin régimen de incomunicación desde dos horas antes del inicio del evento 
deportivo y hasta dos horas después de su culminación. 


Si el imputado no se presentase en el lugar y horario indicados sin mediar motivo justificado, 
en las fechas sucesivas será conducido por la fuerza pública”. 


-En consideración. 


SEÑOR MOREIRA.- En los hechos, creo que hay una norma que dispone algo muy similar a esto, pero 
no se ha cumplido. Lo que aquí se prevé es de muy difícil cumplimiento para las Seccionales Policiales, 
con todas las tareas que ya tienen. Es decir que esta sobrecarga no parece de muy fácil 
instrumentación y realización. 


Además, dice que “se aplicará como pena accesoria la prohibición de concurrir a eventos 
deportivos”. No entiendo cuáles son, porque habla en forma genérica de “eventos deportivos”. El 
artículo hace mención a las faltas que se cometen en la disputa de un evento deportivo de cualquier 
naturaleza y después habla de la prohibición de concurrir a eventos deportivos. Luego dice: “A los 
efectos del cumplimiento de esta medida, el Juez dispondrá que el imputado deba comparecer ante la 
Seccional Policial más próxima a su domicilio o cualquier otra dependencia policial, donde 
permanecerá sin régimen de incomunicación desde dos horas antes del inicio del evento deportivo”. ¿A 
qué evento deportivo se refiere? Porque eventos deportivos hay todos los días. 


SEÑOR GALLINAL.- Tiene razón el señor Senador Moreira. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Certera observación del señor Senador Moreira. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, desglosamos el artículo 2". 
Léase el artículo 3". 
(Se lee:) 


“Artículo 3*.- Sustitúyese el artículo 361 del Código Penal, en la redacción dada por el artículo 216 de 
la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 361.- Será castigado con pena de siete a treinta días de prestación de trabajo comunitario: 


(Abuso de alcohol o estupefacientes).- El que en lugar público o accesible al público se presentare en 
estado de grave alteración psíquica o física producida por el alcohol o estupefacientes, y el que por los 
mismos medios provocare en otros dicho estado. 


Instigación a la mendicidad).- El que dedicare niños a mendigar públicamente. 


(Solicitud abusiva con acoso o coacción).- El que solicitare dinero o cualquier otro bien mediante 
actitudes coactivas o de acoso u obstaculizando o impidiendo de manera intencional el libre tránsito de 
personas a pie o en vehículo, por los espacios públicos. 


“Juego de azar).- El que en lugares públicos o accesibles al público, o en círculos privados de cualquier 


especie, en contravención de las leyes, tuviere o facilitare juegos de azar”. 
-En consideración el artículo al que se acaba de dar lectura. 
SEÑOR GALLINAL.- El numeral 1), ¿supone un cambio en la legislación vigente? 


SEÑOR PRESIDENTE.- De la primera lectura surgiría que se cambia “estupefacientes” por “sustancias 
estupefacientes”. Es decir que hay un cambio terminológico. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Se está haciendo referencia al artículo 361? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente. Se trata del numeral 1) del proyecto de ley aprobado por la 
Cámara de Representantes y del 6) del Código Penal vigente. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿En qué página del comparativo se encuentra este artículo? 
SEÑOR PRESIDENTE.- En la página 8. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 3 del proyecto de ley aprobado por 
la Cámara de Representantes. 


(Se vota:) 
-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 4* del proyecto aprobado por la Cámara de Representantes. 


(Se lee:) 


“Artículo 4.- Sustitúyese el artículo 364 del Código Penal, en la redacción dada por el artículo 
216 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, por el siguiente: 


'ARTÍCULO 364.- Será castigado con pena de siete a treinta días de prestación de trabajo 
comunitario: 


Infracción de las disposiciones sanitarias relativas a la conducción y enterramiento de cadáveres).- El 
que infringiere las disposiciones sanitarias, relativas a la conducción e innumación de cadáveres. 


Infracción de la disposición sanitaria destinada a combatir las epizootias).- El que infringiere las 
disposiciones sanitarias relativas a la declaración y combate de las epizootias. 


Arrojar desperdicios en lugares no habilitados).- El que arrojare o esparciere basura en la vía pública o 
en lugares inapropiados o no destinados a esos efectos específicos, ensuciando el entorno. 


(Vandalismo con los depósitos de basura).- El que provocare daño, deterioro, rotura o incendio en los 


depósitos de basura”. 
-En consideración. 


SEÑOR MOREIRA.- Recuerdo una recomendación que hizo el doctor Langón cuando concurrió aquí, 
con respecto al numeral 3), que expresa: “El que arrojare o esparciere basura en la vía pública o en 
lugares inapropiados o no destinados a esos efectos específicos, ensuciando el entorno.” Él decía que 
de esta forma se dejaba muy librado a la consideración del Juez qué significaba “ensuciar el entorno”. 
En el proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo no estaba esta expresión que, a mi juicio, es muy 
genérica y vaga. ¿Qué es “ensuciar el entorno”? Queda librado a que el Juez diga si alguien ensució o 
no. Quien tira una botella o un papel, ¿ensucia el entorno? Personalmente eliminaría la expresión 
“ensuciando el entorno”. 


SEÑOR NIN NOVOA.- La expresión “ensuciando el entorno” figura en el numeral 2) del artículo 4? del 
proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El que habla de ensuciar el entorno es el numeral 3) del proyecto aprobado 
por la Cámara de Representantes. 


SEÑOR DA ROSA.- A mi juicio, es mejor la redacción del proyecto de ley enviado por el Poder 
Ejecutivo, porque ensuciar el entorno parece algo bastante más discrecional en su apreciación cuando 
se habla de un desperdicio, de basura o de un papel que se arroja en la vía pública. Otra cosa distinta 
es cuando estamos hablando de vandalismo en los depósitos de basura, porque cuando se dice “El 
que hurgando en depósitos de basura, desparramara la misma en la vía pública, ensuciando el entorno 
O provocare el daño, deterioro, rotura o incendio de estos”, parece claro. 


SEÑOR MOREIRA.- Por eso nos vamos a unir los blancos y los colorados. 


SEÑOR DA ROSA.- Reitero que en este caso también me parece más ajustada la redacción del 
proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo, que el texto aprobado por la Cámara de 
Representantes. 


SEÑOR MOREIRA.- Estoy totalmente de acuerdo con el señor Senador Da Rosa. Ese sí es un 
problema de la higiene pública, sobre todo en la capital de la República. Por ello es que estamos 
procurando esta unión estratégica, para que estas cosas no sucedan. Lo que ocurre es que quienes 
hurgan la basura, sacan lo que hay en el contenedor y lo dejan afuera. Esto lo vemos a diario en 
Montevideo y entiendo que debería sancionarse, por lo menos, para lograr que pongan nuevamente la 
basura en el contenedor. Me parece que estaba mucho mejor la redacción del proyecto de ley del 
Poder Ejecutivo, porque este es un problema real que presenta, sobre todo, la ciudad de Montevideo. 


No hablaría del mero vandalismo, sino que haría hincapié en el hurgador que saca la basura y la deja 
tirada, que es lo que todos vemos como un problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consulto a los señores Senadores si creen que estamos en condiciones de 
votar ahora este artículo o si prefieren que se desglose para votarlo más adelante. 


SEÑOR LORIER.- Que se desglose. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, seguimos con el criterio que veníamos manejando y, a propuesta 
del señor Senador Lorier, desglosamos este artículo 4% del proyecto aprobado por la Cámara de 
Representantes. 


Léase el artículo 5% de dicho proyecto. 
(Se lee:) 


“Artículo 5*.- Sustitúyese el artículo 365 del Código Penal, en la redacción dada por el 
artículo 216 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987 y con las modificaciones introducidas 
por el artículo 12 de la Ley N* 16.088, de 25 de octubre de 1989 y por el artículo 87 de la Ley N* 
18.651, de 19 de febrero de 2010, por el siguiente: 


“Artículo 365.- Será castigado con pena de siete a treinta días de prestación de trabajo 
comunitario; 


(Participación en picadas).- El que en carreteras, calles, vías de tránsito en general y en lugares no 
autorizados expresamente participare de carreras u otro tipo de competencia valiéndose de un 
vehículo con motor, poniendo en peligro su vida o la de terceros. 


(Conducción de vehículos motorizados sin la licencia correspondiente).- El que condujere en la vía 
pública vehículos motorizados sin haber obtenido en el organismo competente la licencia de conducir, o 
si la misma le hubiere sido suspendida o cancelada. 


(Conducción de vehículos motorizados con grave estado de embriaguez).- El que condujere vehículos 
motorizados en estado grave de embriaguez con niveles de alcohol en la sangre superiores a 1,2 
gramos por litro. 


(Conducción de vehículos motorizados al doble de la velocidad permitida).- El que condujere vehículos 
motorizados al doble o más del doble de la velocidad máxima permitida en cualquier vía de tránsito. 


“Introducción, depósito, venta, transporte o fabricación de sustancias explosivas).- El que sin permiso de 
la autoridad o sin las debidas precauciones, fabricare o introdujere en el país o tuviere en depósito, o 
comercializare, o transportare materias explosivas. 


(Omisión por el director de una obra, de las precauciones debidas).- El director de la construcción o 
demolición de una obra que omitiere las medidas adecuadas en defensa de las personas y de las 
propiedades. 


(Disparo de armas de fuego en poblado).- El que dentro de poblados o en sitio público, o frecuentado 
disparare armas de fuego u otros proyectiles, que causaren peligro y riesgo a la integridad física de las 
personas o riesgo de daño a bienes materiales. 


En las situaciones previstas en los numerales 1) y 3) de este artículo, el Juez dispondrá la 
incautación provisoria del vehículo. Si quien cometiese la falta no fuese el propietario del vehículo 


convocará a éste a la audiencia en la forma prevista en el Capítulo IV (Del proceso en audiencias por 
faltas). 


De quedar probada en la audiencia la existencia de la falta prevista en los numerales 1) y 3) y de 
encontrar responsabilidad del propietario del vehículo en los hechos descritos en dichos numerales, se 
dispondrá el decomiso definitivo del vehículo en cuestión y el producido de su venta será destinado a la 


1» 


Unidad Nacional de Seguridad Vial”. 
-En consideración. 


SEÑOR MOREIRA.- En su momento habíamos analizado este artículo e incluso habíamos pedido 
opinión al doctor Langón y a la Suprema Corte de Justicia. Como observamos, esta disposición tiene 
varios numerales, pero para el 1) y el 3) se dispone la incautación del vehículo, cosa que nos parece 
que es absolutamente desproporcionada. Concretamente, me refiero a la incautación del vehículo en 
caso de realizarse picadas o por la conducción en grave estado de embriaguez, con más de 1,2 
gramos de alcohol por litro de sangre. Nos parece que con todas las sanciones que existen, la 
incautación es absolutamente excesiva, sobre todo cuando se trata de un procedimiento en instancia 
única, sin posibilidad de apelación. Insistimos que esto excede lo razonable y, además, creo que había 
cierto consenso en ese sentido. 


Por otra parte, tengamos en cuenta que estamos estudiando otros proyectos de ley, como el 
relativo al tráfico ilícito de armas, por el que estamos imponiendo penas muy severas a quien fabricare 
o introdujere explosivos en el país. Para esos casos se establece una sanción mínima de tres años de 
penitenciaría, mientras que en este artículo esa actividad se prevé como una falta. Creemos que eso 
se debería eliminar, sin ninguna duda. Y hay otro numeral, que es “Omisión, por el director de una 
obra, de las precauciones debidas”, respecto al cual creo que también hay un proyecto de ley que 
sanciona con pena de prisión situaciones similares a esta. No conozco el proyecto, pero tendríamos 
que verlo, porque si por un lado lo prevemos como una falta con trabajo comunitario y por otro lado le 
damos pena de prisión, creo que esto tenemos que retocarlo todo. Por eso creo que hay que 
desglosarlo y tomar nota de esas cosas, porque acá me parece que estamos, por un lado, intentando 
aprobar leyes muy rigurosas para determinadas situaciones y, por otro, lo estamos poniendo como 
faltas, con trabajos comunitarios. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente de que se va a desglosar, resulta interesante emitir algunas 
opiniones, por lo menos para la reflexión. 


Creo que el tema de las picadas hay que definirlo mejor, porque puede ocurrir que ese término 
“picada” no esté identificando exactamente lo que queremos decir. 


Con respecto a pasarse el doble de la velocidad permitida o ciertos niveles de alcohol por 
litro en la sangre, habría que ver cuál es la legislación existente, no solo del Código Penal vigente, 
porque no sea cosa que esta situación sea de una rebaja de penas o si esto estaría sustituyendo, por 
ejemplo, la suspensión de la licencia de conducir. Creo que ahí hay un capítulo en el que tenemos que 
ser muy cuidadosos; obviamente, el de armas tiene que salir. 


Y con respecto a las situaciones previstas sobre la incautación del vehículo, más allá de la 
referencia a los numerales 1) y 3), si estamos diciendo que esto se paga con trabajo comunitario, hay 
que ver si las referencias son a esos numerales o a los 1), 2), 3) y 4), porque también se podría hablar 
del 4). De todas maneras, algunos pensamos que de repente, sin ir a su decomiso, podría haber una 
retención del vehículo, por hasta seis o cuatro meses, donde la medida sea impactante para su dueño. 
Esto nos evitaría que en una situación así, en una única instancia, se determine el decomiso de un bien 
cuyo dueño, por ejemplo -podría ocurrir- no hubiera tenido relación alguna con el problema. Es decir, 
que no sea responsable de la situación; podría suceder que el vehículo fuera robado o alquilado. 


SEÑOR MOREIRA.- Eso ya está previsto. 


SEÑOR MICHELINI.- Entonces, no deberíamos ir al decomiso del vehículo. Acá estamos hablando de 
que si vamos a más de una instancia, el tema de las faltas -la Suprema Corte de Justicia lo dijo aquí- 
pierde todo sentido. Esto tiene que ser algo rápido, sencillo, simple y no apelable. Ahora, cuando la 
idea es hacer trabajo comunitario y la discusión es que “yo no tenía 1,2 sino 1,1 gramos”, si tenemos 
un solo tribunal y falla y hubo una injusticia, tampoco es tan grave. Pero si al final pierde el vehículo, es 
un poco grueso para que no haya un tribunal de alzada. Me parece que a los efectos jurídicos del fallo 
de un tribunal, retener el vehículo durante cierto plazo -que tiene sus complicaciones, por ejemplo, 
dónde queda, si se entrega en condiciones y demás- es mejor a que lo vendan y termine generándose 
una situación en la cual la persona no tenía ninguna responsabilidad y de todas formas se le aplicó la 
pena máxima. 


SEÑOR MOREIRA.- Considero que las sanciones existentes, como el retiro de la licencia, implica que 
durante por lo menos seis meses la persona no se pueda trasladar manejando su vehículo. Esto, para 
mucha gente, es una sanción muy dura, durísima. La persona que trabaja con su vehículo y durante 
seis meses o un año -dependiendo de la cantidad de alcohol que se le detecte en sangre-no se pueda 
trasladar, es una sanción muy dura; a lo que debemos sumar unas multas que son importantísimas. Me 
parece que con esto es suficiente y no veo necesidad de ir a más. 


SEÑOR MICHELINI.- Pero según entiendo las multas se sacarían. 
SEÑOR MOREIRA.- No, señor Senador, las multas no se sacan. 


La Ley de Tránsito establece un procedimiento determinado. Si a cierta persona se le detecta 
alcohol en sangre, se le retira la licencia durante seis, ocho o doce meses -de acuerdo a la graduación 
de alcohol encontrada- si tiene antecedentes y se le impone una multa altísima; por lo tanto, me parece 
que no es necesario ir más allá. Esa es una sanción que antes no existía y con la que hemos avanzado 
mucho en esta materia. Por otra parte, debemos tener en cuenta que en la actualidad las multas están 
centralizadas. Antes podía decirse que no llegaban porque pertenecían a otras Intendencias; pero, 
ahora, con el Registro Único Nacional es imposible que esto suceda. Si le retiran la licencia a 
determinada persona, no la puede volver a sacar en otra Intendencia; del mismo modo, las multas se 
aplican en forma centralizada. En mi opinión, este sistema funciona y las cifras lo están marcando 
porque el año pasado hubo un descenso de la mortalidad de un 30%. De modo que me parece que 
más rigurosidad que esa, parece demasiado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero que desglosemos este artículo. 


SEÑOR LORIER.- En el mismo sentido, y en lo que tiene que ver con el numeral 6), sabido es que en 
la Cámara de Representantes se está considerando un proyecto de ley de responsabilidad penal. Por 
ende, tenemos que analizar si lo que acá está establecido en cuanto a una penalización a aquellos 
directores que omitieren las medidas adecuadas en defensa de las personas y de las propiedades, no 
está contemplado en ese proyecto de ley. Eso hace a la prolijidad en cuanto a no duplicar normas ni 
penalizaciones. 


Creo que lo adecuado sería averiguar y compatibilizar, lo cual constituye un argumento más 
para el desglose. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda desglosado el artículo 5% del proyecto aprobado por la Cámara de 
Representantes. 


Léase el artículo 6%, página 19 del comparativo. 
(Se lee:) 


“Artículo 6*- Sustitúyese el artículo 366 del Código Penal, en la redacción dada por el 
artículo 216 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987 y con las modificaciones introducidas 
por el artículo 1% de la Ley N* 16.130, de 22 de agosto de 1990, por el siguiente: 


“Artículo 366.- Será castigado con pena de siete a treinta días de prestación de trabajo 
comunitario: 


(Omisión injustificada en denunciar la adquisición de cosas provenientes de delito). El que habiendo 
adquirido, sin conocer su procedencia, dinero, u otras cosas provenientes de delito, omitiere dar aviso 
a la autoridad, después de conocerla. 


(Obtención fraudulenta de una prestación). El que a sabiendas de que no le era posible pagar, 


usufructuara servicios de hotel, restaurantes, transporte u otro servicio en general”. 
-En consideración. 


SEÑOR MOREIRA.- El texto dice: “El que habiendo adquirido, sin conocer su procedencia, dinero”, 
etcétera. ¿Qué es adquirir dinero sin conocer su procedencia? No entiendo el concepto. No sé qué 
puede ser esto. Estamos hablando, por ejemplo, de una persona que compra en una feria famosa, 
donde todos sabemos que se venden cosas robadas. ¿Cuándo va a saber esa persona si el objeto es 
producto de delito o no, cuando no se pagan impuestos en ese comercio informal? A esto no le veo 
sustento de realidad ni, sinceramente, cómo se podría aplicar. 


SEÑOR DA ROSA.- Considero que esto tiene una sana, una buena intención, pero también pienso que 
es difícil que pueda materializarse en la práctica. Es más, todos sabemos que mucha gente que va a 
determinados lugares lo hace para comprar sabiendo que no quiere saber cuál es la procedencia de 
los objetos con tal de adquirirlos más baratos. Esa es una realidad en nuestra sociedad. 


Desde el punto de vista teórico me parece que está bien y que la intención, como dije, es 
sana, pero no le veo mucha practicidad ni aterrizaje en la vida real a este artículo. 


SEÑOR NIN NOVOA.- En realidad, este artículo viene del Código Penal vigente, que tiene alrededor 
de 80 años; la disposición está transcripta casi literalmente de allí; estamos hablando del numeral 5) 
del artículo 366, que figura en la página 20. 


Entonces, en este caso el sentido de este artículo es cambiar la multa por el trabajo 
comunitario. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿También ahí se habla de dinero? 


SEÑOR NIN NOVOA.- En esa disposición también se habla de dinero; dice exactamente lo mismo. 
Precisamente, el numeral 5) del mencionado artículo del Código Penal vigente establece: “(Omisión 
injustificada en denunciar la adquisición de cosas provenientes de delito).- El que habiendo adquirido, 
sin conocer su procedencia, dinero, u otras cosas provenientes de delito, omitiere dar aviso a la 
autoridad, después de conocerla.” Como dije, es prácticamente igual al texto propuesto. 


SEÑOR LORIER.- Compartimos lo expresado por el señor Senador Nin Novoa en cuanto al origen de 
este numeral 1); está claro aquí, en la tercera columna del comparativo. Pero creo que podríamos 
aprovechar para mejorar la redacción porque se me ocurre que esto se vincula a fenómenos que, hoy 
por hoy, se están dando en otros países y que no podemos descartar que en el futuro también se den 
aquí. Me refiero al tráfico ilegal en materia de divisas, fenómeno que hoy no vemos como una realidad 
concreta. Pienso que el texto tiene que ver con ese aspecto, es decir que no estaríamos hablando de 
una adquisición de dinero local, de moneda nacional, sino de otro fenómeno. Quizás deberíamos hacer 
consultas a los efectos de mejorar la redacción -si es que la vamos a dejar- en estos aspectos que, 
repito, hoy son moneda corriente en distintos países de América Latina. Aquí no estamos viviendo un 
proceso de esta naturaleza, aunque lo hemos vivido y no se puede descartar que lo podamos vivir en 
el futuro. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero hacer notar que no solamente hay hurtos sino también contrabando. Ya 
tenemos manifestaciones de bagayeros que hacen piquetes para que los dejen trabajar; estamos 


penalizando el contrabando, que también es un delito. Además, en la práctica, es un tema muy 
delicado cómo se aplica esto. Hay ciudades enteras... 


(Dialogados) 


-Simplemente hago la acotación porque hoy estamos presenciando un fenómeno originado 
por la medida “cero kilo” a aplicar a esos señores que viven de vender cosas provenientes del delito de 
contrabando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Debo interpretar lo que aquí se ha dicho en el sentido de que se propone el 
desglose de este artículo para realizar las consultas correspondientes. 


(Apoyados) 
-Así se procederá. 


Léase el artículo 7%, Capítulo ll, “Normas relativas a la conservación y cuidado de los 
espacios públicos”, del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 


(Se lee:) 


“Artículo 7”. (Espacio público).- El espacio público es el conjunto de inmuebles y muebles 
públicos, así como los elementos arquitectónicos y naturales de los inmuebles privados destinados por 
su uso o afectación, a la satisfacción de necesidades colectivas que trascienden los límites de los 
intereses privados de los habitantes.” 


-En consideración. 


SEÑOR MOREIRA.- Recuerdo que el doctor Miguel Langón dijo estar de acuerdo en la definición de 
espacio público como el conjunto de los inmuebles y muebles públicos. Hasta allí no tenía problemas, 
pero luego se hace mención a “los elementos arquitectónicos y naturales de los inmuebles privados 
destinados por su uso o afectación, a la satisfacción de necesidades colectivas.” Él observaba que los 
espacios privados no son, precisamente, espacios públicos. 


No entiendo a qué se refiere la redacción del artículo cuando dice: “inmuebles privados 
destinados por su uso o afectación, a la satisfacción de necesidades colectivas que trascienden los 
límites de los intereses privados de los habitantes.” 


SEÑOR NIN NOVOA.- A mi juicio, ese artículo va en defensa, justamente, del derecho a la propiedad 
privada, que incluye también los lugares de acceso, por ejemplo, a los edificios. Nadie tiene derecho a 
hacer una necesidad fisiológica en la entrada de un edificio donde haya un techito. Me parece que el 
artículo 7% va en esa dirección. 


Recuerdo que en su oportunidad pregunté concretamente sobre ese asunto y se me contestó 
de esa manera, respuesta que encontré razonable. Ese artículo va dirigido, por ejemplo, a la gente que 
se acuesta a dormir en el porche de una casa, o hace sus necesidades a la salida de un baile en la 
puerta de un edificio. En una sociedad liberal y capitalista como la nuestra, debe estar protegido ese 
derecho. 


SEÑOR MOREIRA.- Estoy de acuerdo con el espíritu del artículo, pero me parece que está mal 
redactado. No entiendo a qué se refiere cuando dice: “destinados por su uso o afectación, a la 
satisfacción de necesidades colectivas que trascienden los límites de los intereses privados de los 
habitantes.” ¿Necesidades colectivas de quién? A mi entender, el artículo está mal redactado porque 
no refiere a un edificio, sino que sería otro tipo de inmueble. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no comprendo mal, el artículo comprendería tanto los inmuebles de 
propiedad pública como los de propiedad privada pero afectados, de alguna manera, a la satisfacción 
de necesidades colectivas. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Por ejemplo, la entrada a un garaje. 
SEÑOR MICHELINI.- Un cine, un teatro, un estadio o las ochavas. 


SEÑOR LORIER.- La redacción puede ser mejorada; si alguien nos acerca un nuevo texto, estamos 
dispuestos a estudiarlo, pero queda claro a qué refiere conceptualmente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se desglosa, entonces, el artículo 7*. 
Léase el artículo 8% del proyecto aprobado por la Cámara de Representantes. 
(Se lee:) 


“Artículo 8*.- Declárase de interés general la preservación de los espacios públicos como 
lugar de convivencia, civismo y disfrute, donde todas las personas puedan desarrollar en libertad sus 
actividades preservando su libre circulación, ocio, encuentro y recreo, con respeto a la dignidad y a los 
derechos de los individuos, promoviendo a su vez, la pluralidad y la libre expresión de los diversos 
fenómenos y acontecimientos culturales, políticos y religiosos.” 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 9*. 
(Se lee:) 


“Artículo 9”.- (Ámbito de aplicación).- El presente Capítulo tiene como ámbito de aplicación 
todos los espacios públicos del país, ya sean urbanos, suburbanos o rurales”. 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 10. 

(Se lee:) 


“Artículo 10.- Derechos y deberes de las personas para el libre uso y goce de los espacios 
públicos: 


1) Libertad de uso y goce de los espacios públicos: Todas las personas tienen derecho a 
expresarse y comportarse libremente en los espacios públicos, debiéndose respetar su libertad de 
acuerdo a lo consagrado por el artículo 7% de la Constitución de la República. Este derecho se ejerce 
sobre la base del respeto a la libertad, la dignidad y los derechos reconocidos a las demás personas, 
debiéndose mantener el espacio público en condiciones adecuadas para la convivencia, de 
conformidad con lo dispuesto en los numerales siguientes. 


2) Deber de utilizar adecuadamente los espacios públicos: Todas las personas tienen la 
obligación de utilizar correctamente los espacios públicos así como sus servicios e instalaciones de 
acuerdo con su naturaleza, destino y finalidad, respetando en todo momento el derecho del prójimo a 
su uso y disfrute. 


3) Deber de colaboración: Todas las personas tienen el deber de colaborar con las autoridades 
públicas en la erradicación de las conductas que alteren, perturben o lesionen la convivencia 
ciudadana.” 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 11. 

(Se lee:) 
“CAPÍTULO I!! 
DE LAS FALTAS POR LA AFECTACIÓN Y EL DETERIORO DE LOS ESPACIOS PÚBLICOS 
Artículo 11.- Agrégase al Código Penal, el siguiente artículo: 


'ARTÍCULO 367.- Será castigado con pena de siete a treinta días de prestación de trabajo 
comunitario: 


1) (Vandalismo).- El que realizare actos de deterioro o destrozos en monumentos o en 
espacios públicos o sus instalaciones, tanto en bienes muebles como inmuebles o sobre elementos 
tales como señalizaciones de tránsito, semáforos u ornato. 


2) (Realizar las necesidades en los espacios públicos).- El que defecare u orinare en cualquier 


espacio público, salvo en las instalaciones destinadas especialmente para tal fin”. 
-En consideración. 


SEÑOR ROSADILLA.- En el artículo 9? definimos como ámbito de aplicación del capítulo todos los 
espacios públicos del país, ya sean urbanos, suburbanos o rurales, y aquí estamos penalizando 
defecar u orinar en cualquier espacio público, salvo en las instalaciones destinadas especialmente para 
tal fin. Aquí todos hemos hecho bastante carretera y giras largas, volviendo tarde de los actos públicos, 
y los espacios rurales son espacios públicos. ¡No sé cuántos días acumulados de trabajo comunitario 
tendríamos! 


(Hilaridad) 


-Además, como lo he fundamentado aquí, no estoy de acuerdo en que esto se establezca en 
una norma con el mismo nivel de otras conductas que son realmente groseras. Hay que diferenciar a 
quien lo hace en forma ostensible, con provocación, con exhibicionismo, de la persona que tiene una 
urgencia y no puede hacer otra cosa. 


Insisto con esto, porque vamos a estar generando una montaña de papeles que después no 
podemos aplicar. Una cosa es, tal como todos hemos visto, gente que lo hace ostensiblemente, 
provocativamente, sin tomar ningún resguardo para compatibilizar su necesidad extrema con la 
situación que lo circunda. En esos casos hay que proceder, pero hay otros que cualquiera de nosotros 
exceptuaría. Sin embargo, tal como está redactado el artículo, no hay excepciones; da lo mismo 
hacerlo en el kilómetro 470 de la Ruta 3 cerca de Artigas que en 18 de Julio y Ejido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Parece claro que este es un artículo para desglosar. 
SEÑOR ROSADILLA.- Solicito que se desglose y que se penalice lo que hay que penalizar. 


SEÑOR MOREIRA.- Me surge una duda con respecto a la expresión “u ornato”, porque el ornato 
público no son solamente los árboles, sino todos los monumentos. Entonces, debería decirse “u ornato 
público”, porque refiere a los elementos que lo componen. Me parece que decir “u ornato” está mal. Por 
su parte, el proyecto del Poder Ejecutivo agrega la palabra “etcétera”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo en desglosar el artículo 11 del proyecto aprobado por la 
Cámara de Representantes. 


Léase el artículo 12 del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 
(Se lee:) 
“Artículo 12.- Agrégase al Código Penal, el siguiente artículo: 


“Artículo 368. (Ocupación indebida de espacios públicos).- El que fuera del ejercicio del 
derecho consagrado en el artículo 57 de la Constitución de la República, ocupare espacios públicos 
acampando o pernoctando en forma permanente en ellos, será castigado con pena de siete a treinta 
días de prestación de trabajo comunitario, si habiendo sido notificado dos veces de que desista de su 
actitud, persiste en la misma. 


Siempre que se constaten las conductas referidas, la persona será trasladada a una 
dependencia del Ministerio de Desarrollo Social a los efectos de que se recabe su identidad, se le 
ofrezca una alternativa adecuada a su situación y se dé cuenta al Juez competente.” 


-En consideración. 
SEÑOR GALLINAL.- ¿Qué dice el artículo 57 de la Constitución? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 57 de la Constitución de la República. 
(Se lee:) 


“Artículo 57.- La ley promoverá la organización de sindicatos gremiales, acordándoles 
franquicias y dictando normas para reconocerles personería jurídica. 


Promoverá, asimismo, la creación de tribunales de conciliación y arbitraje. 


Declárase que la huelga es un derecho gremial. Sobre esta base se reglamentará su ejercicio 
y efectividad.” 


-La referencia a acampar o pernoctar en forma permanente hace muy difícil la aplicación del 
artículo porque bastará al sujeto en cuestión negar su ánimo de permanencia, presentar su situación 
como producto de la necesidad, expresar su voluntad de irse cuanto antes, tan pronto arregle la 
situación en la que está, para que no se pueda aplicar la norma. 


SEÑOR MOREIRA.- En el inciso segundo del artículo, se dice: “la persona será trasladada a una 
dependencia del Ministerio de Desarrollo Social a los efectos de que se recabe su identidad, se le 
ofrezca una alternativa adecuada a su situación”, etcétera, es decir que habría que ofrecerle otro lugar 
para que se quede. De lo contrario, la persona podría decir: “Si no me dan solución, no me puedo ir”. 


SEÑOR DA ROSA.- Voy a poner un ejemplo. En el año 1971, el Frente Amplio, cuando estaba en 
proceso de formación, organizó una jornada en una de las plazas céntricas de la ciudad llamada 
“Jornada del vaso de leche”; concretamente, se trató de un grupo de productores que llevaron vacas a 
la plaza, las ordeñaban y servían un vaso de leche al que pasaba. Entonces, si aplicamos esta norma, 
debería castigarse a todos. Por eso me parece que esta disposición es un poco exagerada. Lo mismo 
podría suceder en el caso de una protesta de vecinos contra el Intendente. En este caso no estaríamos 
hablando de un sindicato organizando una concentración ni de nada por el estilo, pero si se aplica la 
norma también se podría decir que están cometiendo una falta y deberían ser reconducidos. 


Por tanto, me parece que habría que meditar mucho este tema. 


SEÑOR GALLINAL.- Pedí que se leyera el artículo 57 porque me imaginaba  -la verdad es que no lo 
recordaba- que la cosa venía por ahí. En primer lugar, el artículo 57 no se refiere a esto; no se refiere 
a la ocupación. En segundo término, parte de quienes entienden que el derecho de huelga comprende 
también el derecho a la ocupación, lo niegan para los espacios públicos. Entonces, creo que no 
correspondería hacer esa referencia en este caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La conducta de las personas que entregaban la copa de leche no estaría 
comprendida en esta norma porque aquí se habla de quien “ocupare espacios públicos acampando o 
pernoctando”. O sea que debe tratarse de una conducta que implique el aprestamiento para 
permanecer, como instalar una carpa y encender un fogón, es decir que la gente debe permanecer 
algo más que en el momento en el que se puede ocupar una plaza para protestar contra las 
autoridades o hacer uso del derecho de libertad de reunión. Insisto: no es lo mismo. 


De todas maneras, me parece que la estructura general de la norma conspira contra su 
aplicación. Si hay que acreditar el ánimo de acampar o pernoctar en forma permanente y, además, hay 
que intimar dos veces a la persona para que desista de su actitud, todo esto se hace eterno. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, desglosamos el artículo 12 del proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes. 


(Apoyados) 

-Léase el artículo 13. 

(Se lee:) 

“Artículo 13.- Agrégase al Código Penal, el siguiente artículo: 


'ARTÍCULO 369.- (Trabajo comunitario). El trabajo comunitario es la pena que se impone a 
quien comete una falta, y consiste en la prestación de los servicios que se le asignen, los cuales deben 


ser acordes a las posibilidades físicas y mentales del obligado, y en la medida de lo posible, deberá 
estar relacionado con la falta cometida. 


El régimen horario para el cumplimiento del trabajo comunitario será de dos horas por día. 


Es obligatorio el cumplimiento de las tareas impuestas. Si el infractor no cumpliere la pena de 
prestación de trabajo comunitario, el equivalente será por cada día que haya sido condenado a prestar 
dichos trabajos, o lo que le restare por cumplir en su caso, un día de prisión”. 


-En consideración. 


Creo que hay un problema de redacción en el inciso tercero, donde dice: “el equivalente será 
por cada día”, etcétera. Considero que eso justifica su desglose para buscar una redacción más feliz. 


Léase el artículo 14 del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 
(Se lee:) 
“Artículo 14.- Agrégase al Código Penal, el siguiente artículo: 


'ARTÍCULO 370.- La Oficina de Supervisión de Libertad Asistida, unidad especializada del 
Instituto Nacional de Rehabilitación, estará a cargo de la instrumentación y fiscalización de la pena de 
trabajo comunitario, debiendo elevar un informe al Juez competente. 


Para la instrumentación del trabajo comunitario, el Ministerio del Interior podrá suscribir 
convenios con instituciones públicas o privadas que desarrollen su actividad en el país”. 


-En consideración. 


Con relación al trabajo comunitario, la pregunta que me hago es si se están tomando las 
providencias necesarias para que cuando estas normas entren en vigor haya una organización capaz 
de hacer posible su prestación. Digo esto por lo que manifestó el Ministro de la Suprema Corte de 
Justicia, doctor Pérez Manrique, al comparecer en esta Comisión. Él decía que en la aplicación práctica 
de estas normas, lo que cuesta, sobre todo en el interior del país, es que haya algún lugar, algún 
servicio que reciba a quien tiene que prestar el trabajo comunitario. Me parece que necesitamos saber 
si esto está en condiciones de funcionar en la actualidad o si el Poder Ejecutivo estima necesario 
establecer un plazo, antes de que la ley entre en vigencia, para organizar los trabajos comunitarios. 


SEÑOR MICHELINI.- Haremos las consultas. 


SEÑOR MOREIRA.- Advierto la misma dificultad. Estoy de acuerdo con la mayoría de estas 
disposiciones porque creo que son necesarias, pero tengo la razonable duda de si ponerlas en 
práctica no significará constatar cientos de faltas todos los días. Estas son cosas que pasan en todos 
lados, todos los días; necesitamos ver la realidad. Si la Policía se va a dedicar a esto, seguramente los 
Juzgados estarán atiborrados. 


Reitero: estoy de acuerdo con sancionar este tipo de cosas, pero lo que me pregunto es cómo 
puede instrumentarse en los hechos. Sería muy malo que luego no puedan aplicarse estas 
disposiciones, como ya pasó; en el caso de algunas faltas, nunca se aplicaron sanciones. No estamos 
innovando demasiado. Ese es un tema de instrumentación práctica. 


SEÑOR LORIER.- No recuerdo si cuando vino el representante del Ministerio del Interior nosotros le 
hicimos la pregunta o se planteó este tema. 


Acá se habla de la Oficina de Supervisión de Libertad Asistida como unidad especializada del 
Instituto Nacional de Rehabilitación, que estará a cargo de la instrumentación y fiscalización. 


Para quitarnos la duda a este respecto, pienso que podemos revisar la versión taquigráfica de 
esa reunión o hacer la consulta -dado que la duda ya está planteada y vale la pena quitárnosla- acerca 
de qué pasos se están dando en concreto. Los organismos están establecidos, así como quienes 
tienen que fiscalizar y llevar adelante este tema. Lo que tenemos que averiguar es en qué etapa de 
concreción está, si es que está. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero aclarar que no solo considero que exista una dificultad en la 
implementación del trabajo comunitario sino, además, en la instrumentación para llevar esto ante la 
Justicia; llevar a la gente no va a ser una tarea sencilla, sobre todo con todo el trabajo que tiene el 
Ministerio del Interior hoy en día. 


SEÑOR DA ROSA.- En lo personal, veo más difícil de implementarlo en Montevideo. En el interior del 
país, desde el momento en que se les da competencia a los Juzgados de Paz en la materia, y dada la 
fácil interrelación entre los organismos públicos, no existe esa compartimentación que se ve en los 
organismos públicos en la capital. He visto experiencias, por ejemplo, en convenios con el Patronato 
Nacional de Encarcelados y Liberados y otras de trabajos comunitarios que se han hecho bien, sin 
mayores dificultades. Teniendo en cuenta la complejidad del tema en Montevideo en la actualidad, en 
particular de la violencia, de la ola delictiva y, como consecuencia de ello del trabajo intensísimo que 
hoy tiene hoy la policía en esta materia, no sé si esto podrá materializarse en los hechos y si los dos 
juzgados a los que se les comete competencia en nuestra capital podrán absorber la cantidad de 
problemas y la entidad de faltas que se pudieran cometer. 


Personalmente, sería partidario de que antes de que aprobáramos esto invitáramos a algún 
jerarca del Ministerio del Interior, ya sea el titular de la Cartera o alguien que tenga poder político de 
decisión en esta materia, para conversar muy seriamente sobre la instrumentación de esta disposición, 
para no caer en aquello de aprobar normas -como ha ocurrido en el pasado- que luego terminan en el 
papel. Entiendo que en este tema debemos actuar con bastante realismo. Digo esto, porque normas 
mucho más graves establecidas en el Código Penal, muy a menudo no se cumplen o pasan 
inadvertidas; entonces, qué no decir de las faltas que pueden establecerse en este sentido. Por todo 
ello, me parece muy importante que antes de aprobar un conjunto de disposiciones en esta materia nos 
cercioremos bien para ver si esto está más o menos armado para que realmente pueda funcionar. 


SEÑOR MICHELINI.- Obviamente, puede haber un tema de implementación, de inicio y de dificultades; 
pero esto es educativo. Es muy difícil decir que a una persona, porque deteriora un contenedor de 
basura, le quitamos la libertad, ya que se supone que la libertad es un bien muy preciado. Pero 
tampoco es lógico que la gente incendie los contenedores o esparza la basura, y por ello entiendo que 
hay que poner una referencia. Me da la sensación de que más allá de las dificultades que pueda haber 
en la implementación de este proyecto de ley y de todas las consultas que haya que hacer, esto es 
educativo. También debemos decir que si la persona no quiere realizar el trabajo comunitario, ahí se 
afecta la libertad, pero ya en segunda instancia, porque antes se le da una posibilidad; repito que aquí 
estaríamos educando. Cuando analicemos los artículos podemos ver si hay problemas de redacción o 
de otro tipo. No hay que olvidarse de que esta es una única instancia, por lo que debemos ser muy 
justos, porque no va a haber apelación y todo eso hay que sopesarlo. Asimismo, debemos ser 
conscientes de que esto no va a ser perfecto de entrada; pero algunas cosas se tienen que hacer 
porque, de lo contrario, es muy difícil la convivencia ciudadana. 


SEÑOR DA ROSA.- En eso, todos estamos de acuerdo. 


SEÑOR LORIER.- Justamente, cuando concurrió a esta Comisión una delegación del Ministerio del 
Interior, hicimos un planteo al Director General de Secretaría, doctor Charles Carrera. En esa 
oportunidad, dijimos: “Tenemos la preocupación sobre la teoría y la práctica de este proyecto, es decir, 
¿qué capacidad hay, sobre todo en el Poder Judicial, para llevar adelante este tipo de medidas?” 
Nosotros hicimos otras consideraciones, pero lo que menciono sintetiza lo más importante. Ante la 
pregunta formulada, el doctor Carrera expresó: “Trabajamos en conjunto con el Poder Judicial para la 
aplicación práctica de este proyecto y por ello aquí tenemos dos elementos que aceleran los procesos. 


Por un lado, la creación para Montevideo de dos juzgados de faltas, lo cual se realizó con la 
transposición de créditos presupuestales -a través de la Rendición de Cuentas que entró en vigencia el 
primero de enero de este año- del Ministerio del Interior al Inciso correspondiente al Poder Judicial. Y, 
por otro, tenemos un conjunto de normas de procedimiento contenidas en el último capítulo del 
proyecto de ley a estudio, a los efectos de saber cuál es el proceso a seguir cuando ocurran estas 
faltas. 


Creemos que con estos dos elementos estaría asegurada la aplicación práctica de la ley”. Él 
no se extiende más en la aplicación práctica, pero aquí han surgido otras dudas. 


Entonces, más allá de que hubo este planteamiento y esta respuesta, creemos que se podría 
consultar -a través de un mecanismo más ágil que la presencia en Comisión- acerca de las inquietudes 
que se han manifestado que, reitero, ya fueron planteadas y se respondieron de la forma que cité. Me 
parece que con relación a otras inquietudes puestas de manifiesto todavía faltan elementos 
aclaratorios. 


Deberíamos pensar muy bien la pregunta a formular para luego trasladarla, según la vía que 
se elija -podría ser por escrito- y estar a lo que nos contesten al respecto. Esa es mi propuesta. 
Reitero que la pregunta ya se había realizado, pero habría que especificar bien los puntos porque en 
la respuesta se habla de un Juzgado de Faltas y de las normas que aquí mismo se establecen y que 
estamos mencionando, relativas a quienes tienen la competencia como, por ejemplo el Instituto 
Nacional de Rehabilitación, entre otros. Como hay más inquietudes, sería importante que se expresen 
lo más claramente posible a los efectos de lograr una respuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la Comisión lo entendiera pertinente, remitiríamos al Ministerio del Interior 
la versión taquigráfica de la sesión de hoy o, por lo menos, las intervenciones de los señores 
Senadores Da Rosa y Lorier que acabamos de escuchar, preguntándole qué medidas piensa adoptar 
para permitir la aplicación de esta ley, una vez que se sancione. Si las explicaciones que nos da el 
Ministerio resultan satisfactorias, ahí terminaría el trámite; de no ser así, invitaríamos a las autoridades 
de esa Cartera para profundizar sobre el punto planteado. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que hay otro tema de fondo que es todavía más importante y que no 
podemos desdeñar ni olvidar; lo digo porque en su momento coincidimos con el Ministerio del Interior. 


El proyecto de nuevo Código Penal eliminó las faltas y nosotros, en una oportunidad, 
manifestamos en el Senado nuestra voz de disconformidad en ese sentido. Coincidimos con el 
Ministerio del Interior, pues el actual Ministro también es de la opinión de que no es oportuno eliminar 
las faltas. Supongo que en la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración 
de la Cámara de Representantes, que tiene a estudio el nuevo Código Penal, debe tener presente -de 
no ser así, algo habrá que hacer- que hay una aspiración, probablemente de todo el sistema político - 
porque no se escucharon otras voces- en el sentido de que el régimen de faltas no sea eliminado. Esto 
de alguna manera viene a suplir carencias que existen en esa materia, que reafirman la necesidad de 
que existan faltas. 


Por otro lado, no tengo inconvenientes en votar muchos de los artículos que se están 
analizando, al igual que los demás compañeros, pero creo que coincidimos en cuanto a que este 
proyecto de ley es una suerte de bolsa de gatos, porque hay de todo. Más aún, el título, una vez más 
no se compadece con el contenido. Se trata de un proyecto de ley relativo a faltas, conservación y 
cuidado de los espacios públicos; contiene algunas normas referidas al cuidado de los espacios 
públicos, pero al final, las disposiciones más importantes terminarán siendo las del último Capítulo, 
que regula el proceso en audiencia por faltas, y las nuevas faltas que se establezcan. Esto significa 
que no son, precisamente, los espacios públicos el tema principal del proyecto de ley que estamos 
considerando; es más, quizás los temas deberían separarse. Pero, como siempre: terminamos votando 
la bolsa de gatos. Luego nos critican afuera y también adentro y, finalmente, se termina presentando - 
como ya se anuncia con respecto al proyecto sobre matrimonio igualitario- un nuevo texto para 
corregir algo que ni siquiera está vigente porque no ha sido reglamentado. 


En lo personal, le cambiaría el título al proyecto. Además, comunicaría a la Comisión de la 
Cámara de Representantes, o buscaría alguna clase de contacto con la Comisión de Reforma del 
Código Penal para que se tengan presentes todos estos temas a fin de conocer su opinión, porque 
fueron ellos los que propusieron la eliminación del régimen de faltas. 


SEÑOR MOREIRA.- El doctor Cairoli vino. 


SEÑOR GALLINAL.- Sí; el doctor Cairoli lo propuso; en realidad, fue toda la Comisión. De todos 
modos, este momento ese proyecto no forma parte de nuestros temas a estudio porque tenemos en 
agenda la reforma del Código del Proceso Penal y no la del Código Penal. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente de que se envíe el proyecto a todos aquellos a quienes se 
desee, incluso a la Comisión, lo cierto es que en la Cámara de Representantes, por la información de 
que yo dispongo, se están discutiendo -o se van a discutir- todas las modificaciones al Código Penal 
que están acordadas o que se vayan a acordar en el transcurso de los días; aquellas que son 
conflictivas se van a estudiar posteriormente, mientras que las faltas no se van a eliminar como 
consecuencia de que la Cámara de Representantes ya votó este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 14 del proyecto 
aprobado por la Cámara de Representantes. 


(Se vota:) 

-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 15 del proyecto aprobado por la Cámara de Representantes. 
(Se lee:) 


“Artículo 15.- Sustitúyese el artículo 118 del Código Penal, por el siguiente: “Artículo 118. 


(Del término para la prescripción de las faltas).- Las faltas prescriben a los seis meses. 
-En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Tendríamos que pasar ahora al Capítulo IV del proyecto, referido al régimen procesal de las faltas. 
SEÑOR GALLINAL.- Quisiera saber cuándo prescriben las faltas ahora. 
SEÑOR MOREIRA.- A los dos meses. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa va a proponer levantar ahora la sesión, ya que hemos avanzado 
bastante en el tratamiento del proyecto y lo que falta no es lo menos importante sino, lejos de ello, una 
parte medular, lo cual justificaría el aplazamiento de la consideración del tema. 


No habiendo objeciones en el sentido propuesto, se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 23 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


